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PRINCIPALES HECHOS EXPUESTOS POR LAS PARTES 

INTERVINIENTES EN EL PROCESO. 

 
1.1.   HECHOS EXPUESTOS POR EL DENUNCIANTE:  

 

➢ El señor CHRISTIAN FELIPE BUSTAMENTE BALLON, celebro un contrato 

de compraventa de dos inmuebles conformados por un departamento y un 

estacionamiento ubicados en Jr. Tomas Ramsey n° 915, Magdalena del Mar; 

con la empresa “INVERSIONES INMOBILIARIAS DE LA GALICIA S.A” con 

fecha 16 de julio de 2010. 

➢ El día 28 de febrero se realizó la entrega del departamento y el 11 de marzo 

el estacionamiento ambos en el 2011. 

➢ Habiendo transcurrido más de un año, la empresa no ha procedido con la 

obligación de independizar ambos inmuebles conforme el contrato de 

compra venta suscrito con la misma.  

➢ El día 12 de marzo del 2012, el denunciante interpone su denuncia contra la 

empresa INVERSIONES INMOBILIARIAS DE LA GALICIA S.A, a fin de que 

se ordene: 

a) El cumplimiento de la independización de los inmuebles. 

b) Se otorgue una compensación por los daños y perjuicios producidos; 

y, 

c) El pago de costos y costas que devengan del procedimiento.  

 

1.2.   HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LA DENUNCIADA: 

 

➢ La empresa INVERSIONES INMOBILIARIAS DE LA GALICIA S.A alega que 

la independización de los inmuebles que el denunciante adquirió, es decir el 

departamento n.° 806 y estacionamiento n.° 89, se encuentran en trámite 

ante la Municipalidad de Magdalena del Mar, sin embargo este trámite se 

encuentra retrasado debido a un requerimiento de pago que hace la 

municipalidad antes mencionada a la empresa constructora condicionando 

el pago de esta a la entrega de conformidad de obra, requerimiento que a su 

criterio no se ajusta a ley motivo por el cual fue impugnado en el Tribunal 

Fiscal, mediante la apelación del quince de noviembre del año dos mil once.   

➢ Se señaló que el mérito de la denuncia ante la Comisión de Eliminación de 

Barreras Burocráticas de INDECOPI, se funda en que la Municipalidad de 

Magdalena del Mar, no hace entrega de la conformidad de obra ya emitida, 

exigiendo un pago que no se ajusta a ley.  

➢ Precisa que a finales del mes de mayo sostuvo una reunión con la 

Municipalidad de Magdalena del Mar y se acordó que finalmente se 

entregaría la conformidad de obra, por lo cual, se procedería a la emisión de 
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la Declaratoria de Fábrica Municipal, Certificado de Numeración y estaría 

apto para ingresar a Registros Públicos.                                                          

➢ Que la duración de cualquier proceso de independización depende de varios 

factores y que algunos escapan del control directo de su representada o de 

cualquier empresa inmobiliaria, pues el mismo versa sobre procedimientos, 

plazos y tiempos de las entidades estatales y/o servicios públicos 

involucrados en el proyecto, como son las municipalidades, por lo cual el 

mismo podrá variar dependiendo de lo indicado.  

➢ Se ha señalado que en el contrato celebrado por la compraventa el día 

dieciséis de mayo del dos mil diez no estipula ninguna fecha de 

independización, que ha sido siempre intención de ella concluir el proceso 

de independización en un tiempo prudencial y muestra de ello es que la 

Municipalidad de Magdalena había emitido la conformidad de obra, lo cual 

no fue entregada debido a que la Municipalidad nos pedía realizar un pago 

que como lo mencione líneas arriba no creemos que se ajuste a ley.  

➢ Reitera que está haciendo todos los esfuerzos para poder concluir con la 

independización del proyecto Concepto Actual, sin embargo, 

lamentablemente en el tema de tiempos depende de la disposición de la 

Municipalidad, Registros Públicos y otras entidades. 

 

II. DETERMINACIÓN DE LA PROBLEMÁTICA JURÍDICA DEL 

EXPEDIENTE A ANALIZAR. 

En la revisión y análisis de las resoluciones dadas por el INDECOPI respecto a 

la idoneidad del servicio prestado por la EMPRESA INVERSIONES 

INMOBILIARIAS DE LA GALICIA S.A (INMOBILIARIA DE LA GALICIA), por no 

haber realizado aparentemente diligencias necesarias para el bien inmueble 

vendido a CHRISTIAN FELIPE BUSTAMANTE BALLON puede estar 

plenamente garantizado con todos los atributos que a la propiedad 

corresponden, concluyo desde mi interpretación que es mediante la Resolución 

n.° 0977-2013/SPC emitida por el INDECOPI en el EXPEDIENTE 560-

2012/CPC, mediante el TRIBUNAL DE DEFENSA DE LA COMPETENCIA Y DE 

LA PROPIEDAD INTELECTUAL en la Sala de Defensa de la Competencia n.° 

02 que se hace una correcta valoración de la verdad material y documentación 

presentada por la Inmobiliaria de la Galicia; resolviendo en la misma revocar la 

decisión a la que se había arribado en setiembre del 2012 mediante la 

Resolución n.° 3275-2012 de la Comisión de Protección al Consumidor 02 de la 

Sede Central, en el extremo que fundó la denuncia del señor Christian Felipe 

Bustamante Ballón contra Inversiones Inmobiliarias de la Galicia S.A. 

denunciando la vulneración de los artículos 18° y 19° del Código de Protección 

y Defensa del Consumidor; y en consecuencia reformarla y declarar infundada 

la denuncia al haberse probado que la demora en la obtención de la 

independización  atribuida, no puede ser imputada a la denunciada, por deberse 

a casusas ajenas a su actuar. En consecuencia, también se estimó anular las 
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sanciones y medidas coercitivas impuestas, así como el pago de costos y costas 

del proceso que fueron ordenados en primera instancia.  

La idoneidad, puede ser entendida como la capacidad de generar confianza y 

certeza entre uno mismo, capacidad que desde un aspecto filosófico se vincula 

y complementa con la ética, puesto que la idoneidad guarda en su naturaleza 

armonía con valores tales como la prudencia, la dignidad, el valor y la sinceridad, 

las cuales en conjunto dan a los que se conoce desde los tiempos de la filosofía 

griega como la virtud.  

Asimismo, tal como lo refiere (Merino, 2008, pág. 3): “(…)  la responsabilidad del 

proveedor señalando qué en el caso de la conformidad o idoneidad, por regla 

general el proveedor es quien promete y responde por ese bien desde la pone 

en el mercado y la conformidad del mismo está siempre dentro de su esfera de 

actuación. Por ello, que aquí se observa una cualidad, una característica 

necesaria del objeto”. 

Desde mi perspectiva y con lo señalado en ambas resoluciones analizadas, se 

desprende que es el consumidor el que ostenta el derecho a que todo producto 

o servicio que se le ofrezca resulte idóneo con lo que está percibiendo o se le 

está ofreciendo, entendiéndose la idoneidad como tal correspondencia entre lo 

ofertado y lo finalmente recibido en una transacción; se puede citar como ejemplo 

de afectación al derecho de idoneidad del consumidor, cuando aquel al momento 

de ejercer una elección en base a su libertad de contrato, lo hace basado en la 

información que le fue proporcionada por el proveedor en el momento previo, la 

cual genera en el la convicción de cerrar la transacción, pero al momento que se 

le entrega el producto o servicio que ha adquirido el mismo no reúne los 

estándares o condiciones que fueron acordadas, ya sea implícita o 

expresamente, o no reúne la calidad esperada según la plaza en la que se ofertó 

el producto.  

Podemos definir el consumo como el acto social de tomar un bien y utilizarlo en 

el proceso de satisfacción de nuestras necesidades, entendiendo que todos 

tenemos como fin principal la subsistencia de nuestro bienestar, ya sea en un 

ámbito personal o familiar, por lo que dirigimos nuestras actividades en la pro de 

satisfacer dichas necesidades, enfocando el interés de forma mayoritaria en los 

bienes y servicios escasos y a la vez fundamentales, haciendo uso para dicho 

fin de los medios de producción o las diversas formas de intercambio.  El 

intercambio resalta su valor en la participación de individuos que ofertan y 

proveen de bienes y servicios, como consecuencia de una contraprestación. 

(Thorne León, 2004, págs. 61-62) 

En relación a esta definición reconozco que, si existe una relación de consumo, 

misma que desde mi análisis no sufre cambios o perjuicios toda vez que, las 

negociaciones entabladas entre ambas partes se desarrollaron dentro del marco 

legal usual, tal como lo señala el considerando cuatro de la Resolución 0977-
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2013/SPC-INDECOPI, indicando que (i) El contrato de compraventa celebrado 

con el señor Bustamante no consignó una fecha exacta para obtener la 

independización de los inmuebles, por lo que debía considerarse el tiempo 

habitual que tomaba en la práctica independizar una edificación de 

aproximadamente 294 unidades inmobiliarias; (ii) el contrato en mención eximia 

de responsabilidad a su empresa si el retraso de la gestión fuera producto de los 

trámites municipales, lo cual ocurrió en este caso con las barreras burocráticas 

de la Municipalidad, que calificaron a su vez como un evento imprevisible y 

extraordinario: (iii) su empresa era la más interesada en obtener la 

independización a fin de liberar fondos garantizados, por lo cual en el momento 

siguiente a obtener las declaratorias de la fábrica y la conformidad de la obra, 

ingresó en Registros Públicos la solicitud respectiva; por lo tanto la relación de 

consumo y la idoneidad del servicio prestado no fueron alteradas por acciones 

directas o atribuibles a la empresa inmobiliaria.  

Se debe recalcar que todo acto transaccional que ejecute el consumidor está 

condicionado a la idea del valor que tiene el bien o el servicio a adquirir en 

contraposición al precio que se le exige por él; entendiendo que la preferencia 

en el consumidor se genera por medio de la apreciación de la paridad entre 

dichos factores. En contraposición, los proveedores se disputan la elección que 

va a tener el consumidor, lo que los lleva a acudir a ciertas técnicas de 

negociación, ya sea rebajar los precios, aumentar la calidad o la presentación de 

los productos que ofertan para hacerlos ver de un valor superior al que ostentan. 

En un sistema de competencia como el peruano, son estos factores los que 

llevan a que la expectativa de consumo en el cliente se refuerce, se varíe o 

decline por otra oferta mucho más atractiva; bajo esta óptica, son los 

consumidores y las expectativas que tienen de los productos los que delimitan el 

accionar de los proveedores que tienen el objetivo de lograr una transacción 

económica. 

Otro parte de la doctrina podría señalar que existe vulneración, toda vez que la 

expectativa generada en el usuario consumidor, era la de libre disposición de su 

propiedad adquirida y para ello existía proporción entre lo que estaba pagando y 

el bien y servicio recibido y a recibir en un plazo prudencial, tal como lo señala la 

Resolución n.° 3275-2012/CPC en el considerando 18 que de acuerdo al contrato 

de Compraventa la denunciada se comprometió a realizar la independización de 

los departamentos, siendo un eximente de responsabilidad seria el trámite que 

tendría que realizar ante la Municipalidad; de igual forma del proceso no se ha 

podido desprender que la parte denunciada hubiere gestionando de forma 

célere, luego de la entrega de los inmuebles, la independización de los mismos 

y finalmente la Inmobiliaria de la Galicia no acreditó los motivos por los cuales 

no realizo los trámites para la obtención de la Conformidad de Obra. Por tanto, 

bajo dicho punto interpretativo, nos encontraríamos ante la presencia de una 

violación a los derechos del consumidor de gozar de un bien o servicios en 

óptimas condiciones.  
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El Artículo 65 de la Constitución, señala que es el Estado el encargado de tutelar 

los intereses tanto de los usuarios, como de los consumidores, garantizando en 

dicho sentido el derecho a gozar de información sobre los productos que se 

ofertan en el mercado. De igual forma tutela la salud, la seguridad y la integridad 

de todos los pobladores. Resulta indispensable la interpretación del citado 

artículo a efectos de comprender cuál es el alcance que debe tener el accionar 

del Estado defendiendo los derechos del consumidor, defensa que se traslada a 

los poderes del Estado e implica una tutela de los derechos inherentes al rol de 

consumidor que adquiere un ciudadano en una transacción de mercado, tal y 

como lo ha señalado el maestro Alejandro Rospigliosi. (Rospigliosi, 2008) 

Esta postura que adopta la constitución respecto a la protección brindada a los 

consumidores no puede ser tomada por la autoridad competente por una postura 

pro-consumidor sin más, satanizando a los proveedores y empresarios, esto en 

razón que se debe ser bastante cautelosos en la valoración de las pruebas y 

verdad material, en tanto objetivas, evaluar la contundencia de estas y sobre 

quien recae la carga probatoria debe indicarse que la probable responsabilidad 

derivada del accionar del proveedor, supone para el la carga de la prueba de 

desvirtuar la sindicación de falta de idoneidad que se le imputa sobre el bien y/o 

servicio ofertado, basándose en hechos que eximan su responsabilidad. En ese 

sentido, será el consumidor quién debe probar que existe una anomalía en el 

bien o servicio adquirido, para luego trasladarle la carga de la prueba al 

proveedor, mismo que deberá demostrar que no es imputable por tal anomalía.  

En el caso concreto, la decisión que emitió la Comisión de Protección y Defensa 

del Consumidor de sancionar a la entidad inmobiliaria, desde nuestro punto de 

vista de manera arbitraría pues no se realiza un juicio razonable de la carga 

probatoria; motivo por el cual el tribunal decide revocar la misma.  

Si bien el proveedor puede ser responsable por los defectos que presenten los 

bienes o servicios que oferta (en las que quede acreditado el nexo causal que le 

atribuye responsabilidad naturalmente), existe una serie de medidas que 

permiten que la situación se regularice y “no llegue a mayores”. Por ello, de 

primer vistazo, pienso que las garantías deberían remediar la situación y así el 

proveedor cumpliría su papel en la relación de consumo, vale decir, expender un 

producto que responda a las expectativas del consumidor. (Aldana Ramos, 2016, 

págs. 13-14) 

En razón de lo manifestado por Aldana Ramos, señalamos que efectivamente el 

contrato suscrito entre las partes de este proceso no hace alusión a las garantías 

prevista en caso de incumplimiento de las expectativas y acuerdos dadas entre 

las mismas, pues se aprecia que solo se hace una consideración en cuento 

exime de responsabilidad al proveedor por el retraso de los tramites esperados, 

sin embargo cabe preguntar si por lex artis, la costumbre y la realidad material 

se ha puesto en evidencia que este tipo de actos administrativos que depende 

de la municipalidad son bastantes burocráticos y tediosos corriendo la posibilidad 
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de retraso, cabría que los contratos suscritos con tenores similares incluyan una 

garantía para el consumidor que resulte con evidente afectación. 

De la misma manera, el profesor Aldana señala que, para poder ejecutar una 

garantía, como requisito previo se requiere que concurran en el bien o servicio 

una falla o imperfección, siendo este punto, el ámbito de aplicación de la 

idoneidad estipulada en el artículo 18 de la Ley n.° 29571, como la correlación 

existente entre lo esperado y recibido por el consumidor. No obstante, la 

expectativa del consumidor está condicionada por lo ofertado, informado y 

publicitado por el proveedor, así como el contexto de la transacción, las 

características propias del bien o servicio, el factor económico, entre otros que 

revistan el caso concreto. (Aldana Ramos, 2016, pág. 16) 

Opino que además de identificar si nos encontramos frente a un supuesto en el 

que deba analizarse la acción del proveedor en relación a los hechos imputados, 

o la responsabilidad que derive de los mismos, debemos de brindar un análisis 

integral del caso en concreto, ya que la existencia de un efecto, nos da pie a 

evaluar como procedió el proveedor es decir si cumplió con lo que ofreció o 

publicito, o de presentarse un caso contrario, remitirnos a la normativa de 

defensa del consumidor y las medidas de corrección que el mismo dispone, las 

que ayudaran a eliminar los efectos negativos de la infracción. Por ello del caso 

se aprecia que el proveedor agoto los medios posibles para dar cumplimiento a 

lo pactado en el contrato suscrito, lo cual es dado por cierto con el considerando 

trece de la resolución del Tribunal de Defensa de la Competencia y Propiedad 

Intelectual de Indecopi, que indica que a lo largo del procedimiento la 

Constructora ha señalado que comenzó la tramitación para la obtención de la 

independización poco tiempo después de la entrega de los inmuebles al señor 

Bustamante, siendo incluso antes de la venta de todos los inmuebles (que fue 

en agosto de 2011). Así, advirtió que el retraso de este proceso se debió a 

causas no imputables a ella como las trabas que le impuso la Municipalidad al 

condicionarle la entrega de la Conformidad de Obra al previo pago de una multa 

injustificada, motivo por el cual inicio procesos de reclamación paralelos para 

cuestionar este hecho.  

La resolución n.° 085-96-TDC fue clara en señalar que el contexto de la 

adquisición del bien, también importa de manera preponderante al determinar la 

idoneidad del bien o servicio en cuestión, resolviendo en ese entonces mediante 

la resolución citada el famoso caso de los zapatos Kouros.   

A manera de ejemplo se podría decir que si en mi papel de consumidor me 

acerco a un establecimiento para adquirir una laptop donde le explico al 

proveedor que soy ingeniero y tiendo a trabajar con varios programas 

relacionados con mi carrera y este me ofrece un equipo de 4 GB de RAM entre 

otras características y acepto a comprarlo esperando que esta tengo todas las 

funciones prometidas. En el uso cotidiano de mi laptop no esperaría que esta 

comenzara a fallar al descargar programas. Si adquiero un pasaje para viajar a 
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Lima, espero que el transporte me lleve a mi destino elegido y a la hora 

prometida.  

La Sala Especializada de Protección al Consumidor de Indecopi, entendiendo 

que el consumidor es una presa fácil de engañar debido a la falta de 

conocimientos que este puede tener respecto a las características que posea el 

servicio o producto que quiera adquirir, busca lograr equilibrar las condiciones 

entre el consumidor y el proveedor. 

En el caso analizado se observa que el consumidor amparado en un contrato 

solicita el cumplimiento de las condiciones esperadas posteriores a la entrega 

del bien, que ya tiene utilizando, aparentemente estamos ante una idoneidad, sin 

embargo, la propiedad no solo cuenta como atributos es uso y disfrute, sino 

también con la disponibilidad para lo cual el consumidor requiere la 

independización para adquirir a nivel registral sus derechos. En ese sentido el 

proveedor acredito válidamente la diligencia por tanto ni el consumidor estuvo en 

desconocimiento ni el proveedor se aprovechó o saco ventaja de ello. 

La nueva coordenada legislativa establece correctamente la presunción de 

responsabilidad del proveedor, la cual será disuelta si se acreditan supuestos de 

ruptura del nexo causal o (como prefiere autorizada doctrina francesa) causa 

extraña o ajena, definida como un suceso, que la persona a la cual la 

responsabilidad por daños les es imputada, trata de imponer para demostrar que 

el hecho por el cual ha sido demandada no es la sola causa o ni siquiera, la 

causa principal del perjuicio invocado. La finalidad perseguida es, entonces, de 

obtener una exoneración o atenuación de la responsabilidad. Tratándose de 

prestaciones de servicio, deberá determinarse si estamos ante una obligación de 

medios (en la cual basta acreditar el estándar de diligencias ex art. 1314 c.c) o 

de resultados, frente a las cuales se aplicará lo dispuesto en el segundo párrafo 

del art. 104 ya citado (…) (Espinoza Espinoza, 2012, pág. 255) 

Ello en atención a lo normado por el artículo 104 de la Ley n.° 29571, el cual 

dispone que es atribuible al proveedor la no idoneidad del bien o servicio que 

oferta; así como la mala calidad, la concurrencia de riesgos no justificados, u 

omitir información o brindarla de forma insuficiente, además de cualquier otra 

infracción que se mencione en el Código, sin embargo, también establece que si 

se logra acreditar la ruptura del nexo causal entre el proveedor y la falla 

imputada, trasladando dicho nexo al mismo consumidor o a un tercero, se 

entenderá por eximida la responsabilidad del proveedor, debiendo recordar que 

al analizar la idoneidad, se tendrá en consideración que si se asumió una 

responsabilidad de medios o servicios por parte del proveedor.  

En el caso analizado el Tribunal en el considerando catorce la inmobiliaria 

cumple con acreditar todos los procedimientos efectuados para dar cumplimiento 

a sus diligencias tales como a) Formulario Único de Edificación (FUE)- Solicitud 

de Declaratoria de Fabrica del 19 de julio de 2011, presentado por la 
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Constructora ante la Municipalidad; b) escrito de apelación del 10 de noviembre 

de 2011 presentado por la Constructora contra la Resolución de Administración 

Tributaria y Renta n.° 292-2011-GATR- MDMM, en el cual se indica que el 8 de 

agosto de 2011 la empresa presentó un primer recurso de reclamación contra la 

multa que se le impuso, siendo que al no haber sido atendido el mismo formuló 

la mencionada apelación para seguir con el procedimiento; c) escrito del 16 de 

enero de 2012 en el que la Constructora solicito a la Municipalidad que le 

otorgara la Conformidad de Obra, sin condicionarla al pago de la cuestionada 

multa por sr contraria a sus derechos; d) Resolución n.° 85-2012/STCES-

INDECOPI del 2 de abril de 2012 que admite a trámite la denuncia contra el 

órgano edil aduciendo una barrera burocrática, del requisito de pago de una 

multa para el otorgamiento de la Conformidad de Obra y declaratoria de fábrica.  

En este punto del análisis debemos de no dejar de lado las definiciones de 

garantía e idoneidad, permitiéndonos citar un ejemplo para entender su 

diferencia. Así por ejemplo si un individuo obtiene un ticket de avión para un viaje 

internacional, se genera la idea de que su vuelo se realice en las circunstancias 

pactadas, ya sea hora, lugar o asiento; en ese supuesto, si el vuelo no se lleva 

a cabo por circunstancias que pueden ser imputadas al proveedor, como por 

ejemplo que haya vendido un mismo pasaje a dos personas diferentes, nos 

encontramos ante un supuesto de falta de idoneidad.  

Ahora bien, analicemos los demás supuestos, sí el vuelo no se realiza o se 

pospone por una falla técnica de la aeronave que pudo preverse o evitarse con 

un adecuado mantenimiento, será una responsabilidad imputable al proveedor. 

Por el contrario, si es el consumidor quién se retrasa en tomar el vuelo o no pasa 

los controles respectivos previos a abordar el avión, se da un quiebre en la 

imputación al proveedor, deslindándose el mismo de cualquier responsabilidad, 

pues la no realización del servicio es imputable al propio pasajero, puesto que 

es común que, en las especificaciones de los pasajes de avión, se haga mención 

al pasajero debe presentarse con un tiempo determinado de anticipación para 

abordar la aeronave. (Aldana Ramos, 2016, págs. 16-17) 

Para desarrollar este argumento utilizaremos el ejemplo mencionado líneas 

arriba sobre el vuelo que no se realiza por circunstancias imputables al 

proveedor, lo que lo hace pasible de las sanciones y medidas correctivas 

derivadas de sus actos y establecidas por ley. En el caso de que el consumidor 

no pueda llegar a su destino debido a que a la aerolínea vendió el mismo asiento 

a otra persona ocasionando inconvenientes al consumidor como que sus 

expectativas se vean defraudadas. 

Como ya hemos podido apreciar, no hay idoneidad en el servicio prestado, queda 

cuestionarnos si dicha conducta puede ser imputada al proveedor, aduciendo 

que el mismo argumentará su línea de defensa señalando que sus pasajes 

fueron vendidos a más de una persona, pero dicho hecho fue debido a que su 

página de ventas permitió dicha situación.  
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Con ese caso evaluemos el tema que estamos analizando a lo largo del presente 

documento ¿Es responsable el consumidor por no requerir una mínima garantía 

en caso de un plazo prolongado para la obtención de la independización? 

¿Constituye una circunstancia de exculpación por no brindarla independización 

en un tiempo prudente? - La respuesta a estas preguntas y mi posición las daré 

en el siguiente capitulo 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS. 

 

En el presente expediente n.° 560-2012, se tiene al señor Christian Felipe 

Bustamante Ballón quien realizo una compraventa de dos inmuebles a la 

empresa Inversiones Inmobiliaria de la Galicia S.A, los cuales aún no han sido 

independizados pese haber transcurrido más de un año de la compraventa. 

Motivo por el cual el señor Christian Felipe Bustamante Ballón decidió acudir a 

la Comisión de Protección al Consumidor de Indecopi, a efectos de denunciar a 

su contraparte en el contrato Inversiones Inmobiliaria de la Galicia S.A, pidiendo: 

1. Se le compense por los daños y/o perjuicios ocasionado. no es 

potestad del tribunal administrativo sino judicial.  

2. Se le ordene el cumplimiento de la independización de los 

inmuebles adquiridos a dicha empresa. 

3. Se ordene el pago de costos y costas derivados del procedimiento.  

Como resultado a la controversia planteada, se emitieron dos resoluciones en 

diferentes instancias. De las resoluciones analizadas se aprecia una corriente 

que desde mi opinión se visualiza ya hace algún tiempo atrás, respecto a las 

especulaciones y expectativas del consumidor y la realidad material acreditada 

válidamente con los medios probatorios. 

Estamos ante una situación en la que el usuario denuncio al proveedor, 

aduciendo que se habría ido en contra de lo normado por la Ley n.° 29571, que 

regula el Código de Protección y Defensa del Consumid, imputándole a la 

inmobiliaria el no cumplimiento de independizar los inmuebles comprados 

conforme al contrato suscrito, lo que le está generando perjuicios económicos al 

no poder realizar ningún trámite de índole legal, comercial y/o financiera por no 

estar inscritos en Registros Públicos motivo por el cual pide se le compense por 

los daños y/o perjuicios ocasionados sin tener en cuenta que la competencia 

para otorgar el pago de una indemnización la ostenta el Poder Judicial de forma 

exclusiva, y no la Comisión.  

En ese sentido hago un paralelo de lo resuelto por la Comisión en primera 

instancia, que da valor al principio de idoneidad en razón de una garantía 

implícita, y realiza un análisis de las pruebas presentadas alegando que de lo 
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actuado, no se ha logrado probar que las acciones desplegada por la denunciada 

hayan sido efectuadas de forma pronta luego de la entrega de los inmuebles, en 

busca de la independización de los mismos, señalando que la denunciada no 

acreditó los motivos por los cuales no realizo los trámites para la obtención de la 

Conformidad de Obra. Considera que la demora de la autoridad edil de 

Magdalena en el otorgamiento del Certificado de Conformidad de obra, 

constituye un paso previo a la independización de los inmuebles; así mismo 

considera que la exigencia de aparentes cobros indebidos, como la multa que 

refiere le venía exigiendo la Municipalidad de Magdalena del Mar, no puede ser 

oponible al denunciante, siendo que este es un problema atribuible solo a 

Inmobiliaria de la Galicia y a la Municipalidad y finalmente indica que la 

denunciado no puede alegar que iniciando el trámite de independización e 

inscripción de los inmuebles, éste se dilató debido a que a la Municipalidad de 

Magdalena le exigía el pago de una multa previa. En ese sentido se aprecia 

claramente un juicio desproporcional y poco razonable de la verdad material, 

acreditada con documentación. Por otro lado, juicio y análisis que comparto, el 

tribunal ha señalado que los proveedores son responsables de los idóneos que 

resulten sus productos de conformidad al artículo 19° del Código, idoneidad que 

no es más que la correlación entre expectativa y realidad del servicio o bien 

ofertado, condicionada por las circunstancias e información en la que se ofertó 

el bien, como lo señala el artículo 18.  

Se hace referencia a que el ámbito de derechos del consumidor, es el 

consumidos quien tiene la carga de la prueba respecto a los hechos que imputa, 

la misma que luego se traspasa al proveedor a efectos de que pruebe que su 

actuar se dio conforme a ley, o demuestre que se ha quebrado la causalidad por 

circunstancias distintas a su persona o su esfera de intervención, con lo que se 

dará por eximida su responsabilidad. Bajo la misma línea interpretativa, nuestro 

Tribunal analiza de forma restrictiva lo suscrito en el contrato en el que 

efectivamente el proveedor se comprometió a realizar los trámites para la 

independización de los inmuebles, brindando así una garantía expresa a favor 

del denunciante. Además, si bien no se fijó un plazo exacto para la obtención 

de la independización, un consumidor esperaría que las gestiones del 

presente trámite fueran realizadas y culminadas en un plazo prudencial, 

máxime si el mismo involucra gestiones e inspección previas y adicionales para 

su obtención definitiva. Pues bien, a lo largo del procedimiento la Constructora 

ha señalado que comenzó la tramitación para la obtención de la independización 

poco tiempo después de la entrega de los inmuebles al señor Bustamante, 

siendo incluso antes de la venta de todos los inmuebles (que fue en agosto de 

2011): para tales efectos presento la documentación pertinente y que ha sido 

valorado por el tribunal contemplado en el literal a) precedente, se observa que 

la Constructora inició los trámites de independización en julio de 2011. Así, 

considerando: (i) que la entrega de los inmuebles al denunciante se realizó en 

febrero y marzo de 2011, (ii) que la Constructora había informado a los 
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denunciantes cual era la condición de los inmuebles en específico, que se 

encontraban en construcción y que consecuentemente aún no estaban 

independizados: y (iii) que los tramites materia de análisis implican la reunión de 

diversa documentación una vez culminada la construcción, conforme a la 

normativa señalada precedentemente; este Colegiado es de la opinión que la 

empresa denunciada inicio los tramites de la referencia dentro de un tiempo 

razonable. Así mismo se aprecia que estos trámites efectivamente fueron 

interrumpidos por el cobro de una multa por parte de la Municipalidad. Sobre el 

particular, la Constructora adjunto una copia de la Resolución 0226-2012/CEB 

del Indecopi de fecha agosto del 2012 refrendada por la Comisión de Eliminación 

de Barreras Burocráticas, por la cual el Indecopi resolvió que constituye una 

barrera burocrática de naturaleza ilegal el exigir el cumplimiento de pago de una 

multa como un requisito previo al otorgamiento de la Conformidad de una Obra, 

tratándose en consecuencia de una causa no imputable a la denunciada. 

Recordando que una barrera burocrática es aquella exigencia, cobro, retraso o 

prohibición que impone una entidad para afectar el correcto trámite de los 

procedimientos de los administrados, sujetos a procesos de simplificación 

administrativa.  

Finalmente, y a modo de reflexión evaluemos ¿Es responsable el consumidor 

por no requerir una mínima garantía expresa en caso de un plazo prolongado 

para la obtención de la independización? ¿Constituye una circunstancia 

exculpatoria de responsabilidad al deber de brindar la independización en el 

tiempo prudente? En mi opinión, considero que dicha circunstancia no debería 

ser entendida como un supuesto eximente de la responsabilidad del proveedor 

de entregar los departamentos y cocheras adquiridos a su representada, ello en 

atención a que su posición de ofertante le permite prever estas vicisitudes que 

se pueden presentar, recordando además que es un mercado en el que se 

desenvuelve de forma permanente, por lo tanto debe tener la capacidad 

profesional y técnica para prevenir y dar respuesta inmediata a cualquier 

inconveniente de este tipo. Sin embargo, tal como lo ha señalado el tribunal 

especializado, el proveedor ha logrado demostrar válidamente todas las 

acciones tomadas para poder dar cumplimiento a lo estipulado en sus cláusulas 

contractuales.  

 

IV. CONCLUSIONES. 

 
1. El proveedor, es responsables por brindar y asegurar la correlación o idoneidad que 

debe existir entre su producto o servicio y la expectativa que el mismo genera en el 

consumidor.  

2. Es un derecho de todo consumidor, recibir un producto o servicio idóneo con todas 

las características y bondades que fueron ofrecido por el proveedor. 

3. En Protección y Derecho al Consumidor, es el denunciante el encargado de 

acreditar los hechos denunciados, para que, cuando sea admitida a trámite la 
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denuncia sea el proveedor el que demuestre que su producto o servicio fue idóneo, 

o en su defecto que ha existido una ruptura de la causalidad que lo exime de toda 

responsabilidad.  

4. El órgano competente para ordenar una indemnización, es bajo exclusividad el 

Poder Judicial, y no la Comisión de Protección del Consumidor del Indecopi. 

5. Una barrera burocrática, es aquella exigencia, cobro, retraso o prohibición que 

impone una entidad para afectar el correcto trámite de los procedimientos de 

los administrados, sujetos a procesos de simplificación administrativa.  
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